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Radicado: 68001-23-33-000-2020-01078-01
Demandante: Marco Antonio Velásquez

CONSEJO DE ESTADO
 SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
 SECCIÓN QUINTA

 Magistrada ponente: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá, D.C., ocho (8) de marzo de dos mil veintiuno (2021)
Referencia: 
ACCIÓN DE TUTELA
Radicación:
68001-23-33-000-2020-01078-01
Demandante:
MARCO ANTONIO VELÁSQUEZ
Demandado:
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE SAN GIL
AUTO QUE DECRETA NULIDAD SANEABLE, PRUEBAS DE OFICIO Y NIEGA LA PRACTICA DE LAS SOLICITADAS POR EL IMPUGNANTE
I. ANTECEDENTES

1. Solicitud de amparo

1. Con escrito enviado el 11 de diciembre de 2020 al correo electrónico del Centro de Recepción de Tutelas y Habeas Corpus del Consejo Superior de la Judicatura, el señor Marco Antonio Velásquez, ejerció acción de tutela contra el Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de San Gil, con el fin de reclamar el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia.  

2. El accionante consideró vulneradas las referidas garantías constitucionales, con ocasión de la que considera mora judicial injustificada, que se ha venido presentado en trece (13) acciones populares que promovió y se encuentran bajo el conocimiento de la referida autoridad judicial, dentro de los expedientes radicados bajo los números:

· 68679333300120200014400

· 68679333300120200021800

· 68679333300120170007600

· 68679333300120160023700

· 68679333300120150034900

· 68679333300120150035100

· 68679333300120150035200

· 68679333300120150039500

· 68679333300120150046800

· 68679333300120180035200

· 68679333300120180035300

· 68679333300120200013500

· 68679333300120150035000

3. Mediante auto de 14 de diciembre de 2020, el magistrado ponente del Tribunal Administrativo de Santander admitió la demanda de tutela y ordenó la notificación a la parte actora y al Juez Administrativo del Circuito Judicial de San Gil, como autoridad judicial accionada. En la misma providencia consideró que no era necesario vincular a los demandados de las acciones populares, a saber, municipios de Jordán, Pinchote, Curití, Mogotes, Páramo, San Gil y el Departamento de Santander, en virtud de que el exámen constitucional de la acción, se centra en la presunta mora judicial en que viene incurriendo el Juzgado accionado “así como de otras actuaciones derivadas del ejercicio jurisdiccional del mismo y que solo serían examinables frente a este último”.
4. En el mismo proveído, el magistrado ponente del Tribunal Administrativo de Santander: i) requirió al extremo accionado, con el objeto de que informara la totalidad de los procesos que tiene activos en el despacho, con inclusión del dato relacionado con el número de las acciones populares que se encuentran en trámite a la fecha, a su vez, ii) solicitó a la secretaría que aportara copia del nombramiento y posesión del señor Aldemar Ríos Ramírez, como Juez Primero Administrativo del Circuito Judicial de San Gil y los expedientes en controversia en medio digital.

5. En sentencia del 19 de enero de 2021, el Tribunal Administrativo de Santander, negó el amparo deprecado toda vez que, i) con respecto a siete (7) de las trece acciones populares relacionadas por el actor, encontró configurado el hecho superado, por carencia actual de objeto
 y, ii) en las seis (6) restantes denegó la tutela
 por encontrarse justificada la mora derivada de la congestión que afronta la Rama Judicial, además por la emergencia decretada por el Gobierno Nacional con ocasión del COVID19, aunado a que el Juez llevaba poco menos de 2 meses, porque estaba cubriendo una licencia de maternidad
 de la títular del Despacho, por lo que le resultaba materialmente imposible surtir todas las actuaciones de conocimiento del mismo y, finalmente, en razón a que las omisiones en dar impulso procesal, eran eminentemente secretariales.
6. Contra la referida decisión, notificada por correo electrónico el 19 de enero de 2021, el señor Marco Antonio Velásquez presentó impugnación el 20 del mismo mes y año, oportunidad en la que solicitó que se decretaran las siguientes pruebas: 

“1. solicito se pregunte al Juzgado Primero Administrativo de San Gil, cuántos meses aproximadamente se utilizan para tramitar procesos de acción popular, desde la presentación de la demanda hasta el cierre del debate probatorio, cuya pretensión sea el reconocimiento de los derechos colectivos.

2. solicito se pregunte al Juzgado Primero Administrativo de San Gil ¿cuántos meses aproximadamente se utilizan para dictar sentencia en procesos de acción popular falladas en los últimos 5 años 

3. solicito se pregunte al Juzgado Primero Administrativo de San Gil ¿cuántas sentencias mensuales, en todo tipo de procesos fueron proferidas en los últimos 5 años.

4. solicito se pregunte al Juzgado Primero Administrativo de San Gil ¿cuántos procesos tienen pendientes para fallo a la fecha enviar copia del libro de procesos al despacho para sentencia” (sic).

II. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia 

7. El Consejo de Estado es competente para conocer de la demanda presentada por el señor Marco Antonio Velásquez, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 86 de la Constitución Política, 37
 del Decreto Ley 2591 de 1991 y el numeral 5° del artículo 2.2.3.1.2.1.
 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017.

8. Lo anterior, por cuanto la acción de tutela se dirige contra el Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de San Gil, y su conocimiento le correspondió al respectivo superior funcional que, en este caso, es el Tribunal Administrativo de Santander y, en segunda instancia, a esta Corporación como máximo Tribunal de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

9. Igualmente, este Despacho como integrante de la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para proferir la presente providencia, en virtud de lo dispuesto en los artículos 35
, 136
 y 137
 del Código General del Proceso, aplicables al trámite del vocativo de la referencia por la remisión establecida en el artículo 2.2.3.1.1.3.
 del Decreto 1069 de 2015. 

2.2. Cuestión previa
10. Con ocasión de la pandemia generada por el contagio a gran escala del COVID-19 y el aumento de ocupación en las unidades de cuidado intensivo del país, el Consejo Superior de la Judicatura ha recomendado a los titulares de los despachos judiciales que implementen medidas que beneficien el trabajo en casa, a través de las plataformas tecnológicas institucionales, con el fin de preservar la salud e integridad de los funcionarios de la Rama Judicial, así como de los usuarios de la administración de justicia. En el Consejo de Estado se crearon correos electrónicos exclusivos para la interacción de los ciudadanos y se implementó el sistema de gestión judicial SAMAI
, lo que ha permitido que las funciones del máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo se sigan desarrollando de manera virtual. 

2.3. Integración del contradictorio en acciones de tutela

11. La Corte Constitucional
 ha señalado que, en el trámite de la acción de amparo, se debe incluir a toda persona natural o jurídica que tenga una relación directa con los hechos alegados por la parte actora. En ese orden de ideas, la relación implica que tal persona o entidad esté participando de algún modo, directo o indirecto, en las circunstancias fácticas que motivaron a un determinado actor a instaurar la respectiva tutela. 

12. Así las cosas, sin la comparecencia de esa persona al proceso, el juez constitucional no puede dictar un pronunciamiento uniforme, pues la posición de quien falta por ser vinculado es inescindible con respecto de quienes sí lo han sido
. En otras palabras, al fallador del caso le podría ocurrir que no pueda tomar una decisión coherente con el asunto puesto a su consideración o que, de tomarla, esta resulte parcial y, por tanto, ineficaz. Además, la determinación podría vulnerar los derechos de defensa, contradicción y debido proceso de quien tenía que haber sido vinculado como parte o tercero.

13. Respecto de esta situación vale la pena resaltar que una de las garantías esenciales del proceso judicial es el derecho a ser oído dentro de un plazo razonable por un juez competente e imparcial, como lo señala el artículo 8° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que debe interpretarse en consonancia con el artículo 25, que consagra el derecho de toda persona a un recurso sencillo y rápido para la protección de derechos, preceptos que se ponen en riesgo cuando frente a una controversia judicial no se vincula a todos los interesados en un asunto determinado, en tanto pueden adoptarse decisiones con efectos respecto de quienes no fueron llamados al escenario jurisdiccional y no tuvieron la oportunidad de ejercer la defensa correspondiente, que por excelencia constituye una de las manifestaciones principales del derecho constitucional al debido proceso (art. 29 de la Constitución Política).

14. En tal sentido, el Consejo de Estado en múltiples oportunidades ha resaltado la importancia de la debida conformación del contradictorio, como una condición necesaria para que se dicte la sentencia de fondo correspondiente, pues de advertirse que las personas afectadas con la controversia judicial no fueron vinculadas al trámite jurisdiccional, deben adelantarse las gestiones pertinentes para garantizar el derecho a la defensa, pues solo así resultaría válida la decisión que le ponga fin al proceso
.

2.4. Facultad-deber del juez constitucional de decretar pruebas de oficio

15. Se ha reconocido la existencia de una facultad–deber del juez de decretar pruebas de oficio, en especial del funcionario judicial que decide un proceso constitucional de amparo y de aquel que resuelve el incidente de desacato, pues de esta manera se logra conocer en forma certera las circunstancias que rodean los hechos que cimientan la petición de protección de derechos fundamentales de quienes acuden a esta acción, así como del efectivo cumplimiento de la orden impartida.

16. Bajo estos parámetros, la Corte Constitucional ha señalado que el juez constitucional debe decretar pruebas de oficio, con las cuales se pueda determinar si realmente existe una amenaza o vulneración del derecho. “Así las cosas, la práctica de pruebas para el juez constitucional no es sólo una potestad judicial, sino que es un deber inherente a la función judicial, pues la decisión con fuerza de cosa juzgada, exige una definición jurídicamente cierta, justa y sensata del asunto planteado”
.
2.5. Caso en concreto

2.5.1. Nulidad saneable por indebida integración del contradictorio 

17. Encontrándose el expediente para producir fallo de segunda instancia, se advierte que el Tribunal Administrativo de Santander, al momento de dictar el auto admisorio de 14 de diciembre de 2020, omitió vincular a la Secretaría del Juzgado Primero Administrativo de San Gil, en la medida en que presuntamente está vulnerando los derechos invocados en la acción constitucional, relativos a las acciones populares anteriormente señaladas, al existir actuaciones y omisiones referidas a las funciones que le corresponde ejercer en el despacho judicial accionado. 
18. Al respecto es preciso advertir que, si bien es cierto que el Juez es el director del despacho, en el presente asunto se hace necesario vincular al secretario del Juzgado, en la medida en que revisado el sub examine la presunta mora judicial se presenta por omisiones eventualmente atribuibles al mismo, en cuanto se evidencia un presunto incumplimiento de las obligaciones legalmente conferidas en el manejo de los expedientes asignados al despacho. 

19. La anterior aclaración deviene necesaria, por las particularidades del caso según la valoración de los elementos de convicción allegados a la actuación sobre los tramites de las acciones populares en debate, de las que ab initio es posible advertir irregularidades en los trámites secretariales que inclusive llevaron al a quo constitucional a señalar que hay razones, de las cuales se desprende la sustracción de los deberes en ese sentido, como la guarda y custodía de los expedientes (artículo 89, Ley 1564 de 2012), en tanto uno de aquellos está extraviado desde el año 2018, en consecuencia, por competencia funcional sería la llamada a responder por la mora judicial que el accionante le atribuye al Juzgado, responsabilidad que en todo caso resultaría conjunta, en evento de presentarse un fallo accediendo a las pretensiones. 
20. Lo anterior, resultaria acorde con lo establecido por la Corte Constitucional, en sentencia T- 538/94: “El Secretario del Juzgado hace parte del despacho judicial y sus actuaciones comprometen a la administración de justicia, hasta el extremo de que por sus errores puede deducirse responsabilidad contra el Estado por falla en la prestación del servicio (CP art. 90)”. 
21. Ante la situación descrita, se considera necesario garantizar la vinculación referida, dado que cualquiera que sea la decisión que se tome en el presente trámite, puede afectarle, resultando evidente el interés jurídico que le asiste en el resultado de la presente acción.
22. Como esa notificación no se produjo, la Magistrada Ponente evidencia que el proceso está viciado de una nulidad de carácter saneable que debe alegar o sanear el directo interesado (art. 133-8, Código General del Proceso).

23. Así mismo, se considera necesaria la vinculación, como terceros con interés en el resultado del proceso, de las entidades que tienen la calidad de demandadas en los procesos de los cuales se predica mora judicial, pues las mismas tienen interés en todo aquello que se decida con relación a los procesos en los que actúan, con independencia de que el análisis principal se aborde desde la perspectiva de la mora judicial. Lo anterior cobra mayor importancia de cara a la decisión que deba adoptarse en torno al expediente que se encuentra extraviado.
24. En consecuencia se ordenará poner en conocimiento de los municipios de Jordán, Pinchote, Curití, Mogotes, Páramo y San Gil, así como del Departamento de Santander la nulidad saneable que se presenta en el presente proceso.
2.5.2. Pruebas necesarias para fallar

25. Por otro lado, el Despacho observa la necesidad de contar con medios probatorios adicionales a los aportados con el escrito de tutela y los incorporados en el trámite de la primera instancia, para conocer las medidas que se han adoptado en dos acciones populares que son materia de examen, a saber, 68679333300120180035300 y 68679333300120150039500. En la primera, por cuanto el expediente está extraviado desde el año 2018, se hace indispensable que el juez dé a conocer el trámite y las medidas que adoptó frente a la la necesidad de reconstrucción del mismo. El segundo se requiere al Juez para que allegue un informe detallado sobre las actuaciones surtidas y, finalmente, de acuerdo a sus facultades disciplinarias que indique si ha iniciado las actuaciones correspondientes y su respectiva evolución. 

2.5.3. Pronunciamiento sobre las pruebas pedidas por el impugnante
26. La parte actora, en el escrito de impugnación de la demanda de tutela, solicitó que se decretará como prueba “preguntarle” al Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de San Gil: i) ¿cuántos meses se utilizan para tramitar procesos de acción popular, desde la presentación de la demanda hasta el cierre del debate probatorio, cuya pretensión sea el reconocimiento de los derechos colectivos; ii) ¿cuántos meses aproximadamente se utilizan para dictar sentencia en procesos de acción popular?; iii) ¿cuántas sentencias mensuales, en todo tipo de proceso, fueron proferidas en los últimos 5 años?; iv) ¿cuántos procesos tiene pendiente para fallo a la fecha?, para el efecto que remita copia del libro de procesos al despacho para sentencia, adicionalmente, solicitó que allegara la relación de sentencias de acciones populares falladas en los últimos cinco (5) años.
27. Para resolver sobre la procedencia de decretar, en segunda instancia, la prueba solicitada por la parte actora, el despacho precisa que el artículo 29 de la Constitución Política consagra el derecho al debido proceso como uno de los pilares fundamentales de la administración de justicia y en él se contempla, a su vez, el principio de contradicción y defensa presente en todo proceso judicial. De otra parte, dicha garantía involucra una serie de principios rectores entre los que se encuentra la celeridad, oportunidad y publicidad, entre otros, que han de regir igualmente en los procesos constitucionales, que se formalizan mediante un trámite prevalente.

28. Por otro lado, la doctrina resalta que la finalidad más importante que debe caracterizar la actividad probatoria “es llevar probanzas que presten algún servicio en el proceso para la convicción del juez”
, razón por la cual, si una prueba que se pretende aducir no cumple con dicho requisito, debe ser rechazada de plano. Lo anterior encuentra sustento normativo en la acción de tutela en los artículos 169 y 168 del Código General del Proceso, aplicables al caso por remisión expresa del artículo 2.2.3.1.1.3 del Decreto 1069 de 2015, que establecen que: i) el juez podrá rechazar, mediante providencia motivada, las pruebas ilícitas, las notoriamente impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente superfluas o inútiles; y ii) las pruebas pueden ser decretadas a petición de parte o de oficio cuando sean útiles para la verificación de los hechos relacionados con las alegaciones de las partes.

29. Aunado a lo anterior, quien solicite al juez el decreto de una prueba debe cumplir con una carga argumentativa mínima con la que: i) sustente los supuestos fácticos concretos que pretende acreditar a través de los elementos de convicción cuyo decreto pretende del juez constitucional, los que necesariamente deben tener relación con las causales específicas de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial alegadas que delimitan el objeto de examen que el juez de tutela puede realizar en esta sede; y ii) las razones por las cuales considera que las solicitadas cumplen con los presupuestos de conducencia, pertinencia y utilidad para llevar al juez al convencimiento de que los hechos que relata son ciertos y acreditar los defectos de los que –a su juicio– adolecen las decisiones.

30. Descendiendo al caso concreto, este Despacho advierte que el señor Marco Antonio Velásquez pretende la garantía de sus derechos fundamentales con el impuso procesal a las trece acciones populares que promovió y que se encuentran bajo el conocimiento del Juzgado Primero Administrativo de San Gil accionado. 
31. De conformidad con lo anterior, le corresponde a este juez constitucional establecer si la autoridad judicial accionada vulneró los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia del actor, con ocasión de la demora injustificada que se presenta al interiór de las acciones populares que incoó sin que para ello resulten necesario los informes solicitados.
32. En efecto, la justificación sobre la postulación de las pruebas antes reseñadas y a la que se refiere el accionante no guardan relación directa con el objeto controvertido y no tienen la entidad suficiente para establecer en grado de certeza el supuesto que -a juicio del accionante- causa la vulneración de sus derechos, pues las inquietudes del actor no se relacionan directamente con el trámite de las acciones populares que relacionó en el libelo introductorio sino con la totalidad de las que se tramitan o han tramitado en el respectivo despacho en un periodo determinado, de tal manera que no constituyen medios de convicción pertinentes, conducentes y útiles (arículo 168, C.G.P), para resolver el problema jurídico que plantea la acción de tutela del vocativo de la referencia. 
33. Al no guardar relación de conexidad con el hecho vulnerador, este  juez constitucional carece de competencia para decretar y valorar en segunda instancia actuaciones surtidas o de relación de providencias judiciales diferentes a las desarrolladas al interior de las trece (13) acciones populares en debate. 
34. Por las razones expuestas, este Despacho negará la solicitud probatoria del señor Marco Antonio Velásquez. 
Así las cosas, este Despacho, en uso de sus facultades constitucionales y legales, 

III. RESUELVE:

PRIMERO: En aplicación de los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso, ORDENAR que, por intermedio de la Secretaría General, se ponga en conocimiento del secretario del Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de San Gil y de los  municipios de Jordán,  Pinchote, Curití, Mogotes, Páramo y San Gil, así como del Departamento de Santander la nulidad saneable que se presenta en el presente proceso, para que, dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación: (a) aleguen la nulidad si a bien lo tienen; (b) se pronuncien sobre la solicitud de amparo sin alegar la nulidad; o, (c) guarden silencio. En estos dos últimos eventos, aquella se entenderá saneada. 
SEGUNDO: REMITIRLES a los terceros interesados, objeto de vinculación en el sub examine, copia de la demanda de tutela, del auto admisorio, de la sentencia de primera instancia proferida el 19 de enero de 2021 por el Tribunal Administrativo de Santander, del escrito de impugnación que presentó la parte actora y de esta providencia, con el fin de que tengan conocimiento de los referidos documentos y puedan intervenir en el trámite constitucional de la referencia. 

TERCERO: ORDENAR al Juzgado Primero Administrativo de Santander que, en el término de 12 horas, constadas a partir de la notificación de esta providencia, en lo atinente al proceso radicado 68679333300120180035300, rinda un informe en el que dé a conocer el trámite y las medidas adoptadas por la pérdida del mismo, las medidas de reconstrucción y, con relación al expediente radicado 68679333300120150039500 precise las actuaciones surtidas y, finalmente, de acuerdo con sus facultades disciplinarias, indique si ha iniciado las actuaciones correspondientes. 

CUARTO: NEGAR las pruebas solicitadas por el accionante en el escrito de impugnación por ser inconducentes, impertinentes e inútiles para la decisión de fondo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 168 del Código General del Proceso, comoquiera que no guardan relación directa con el objeto controvertido. 

QUINTO: OFICIAR al Tribunal Administrativo de Santander y al Juez Primero Administrativo de Santander, para que publiquen en sus respectivas páginas web copia digital de la demanda de tutela, de los anexos que la acompañan, del auto admisorio, de la sentencia del 19 de enero de 2021 proferida por el Tribunal Administrativo de Santander, del escrito de impugnación que presentó la parte actora y de esta providencia, con el fin de que cualquier persona que tenga interés conozca de los referidos documentos y pueda intervenir en el trámite constitucional de la referencia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada
� El a quo negó las pretensiones de la tutela y declaró la carencia actual de objeto en los siguientes procesos: 686793333001-2020-00144-00, 686793333001-2020-00218-00, 686793333001-2016-00237-00, 686793333001-2015-00349-00, 686793333001-2015-00352-00, 686793333001-2015-00468-00 y 686793333001-2018-00352-00.


� A su vez, el a quo negó la tutela en las acciones populares con radicados 686793333001-2017-00076-00, 686793333001-2015-00351-00, 686793333001-2018-00395-00 y 686793333001-2018-00353-00 y ordenó conminar al juez para impulsar los procesos y adelantar las actuaciones disciplinarias que correspondan, especialmente las relacionadas con el extravío del expediente 686793333001-2018-00353-00 


� Resolución 91 de 25 de septiembre de 2001, por la cual se realizó el nombramiento en provisionalidad desde 19 de septiembre de 2020 al 22 de enero de 2021, como Juez Primero Administrativo de San Gil al doctor Aldemar Ríos Ramírez, por el término de la licencia de maternidad de la titular del despacho doctora Astrid Carolina Mendoza Barros.


� “ARTICULO 37. PRIMERA INSTANCIA.  Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.


El que interponga la acción de tutela deberá manifestar, bajo la gravedad del juramento, que no ha presentado otra respecto de los mismos hechos y derechos. Al recibir la solicitud, se le advertirá sobre las consecuencias penales del falso testimonio.


<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> De las acciones dirigidas contra la prensa y los demás medios de comunicación serán competentes los jueces de circuito del lugar”.


� “ARTÍCULO 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas (…)


5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional accionada”.


� “ARTÍCULO 35. ATRIBUCIONES DE LAS SALAS DE DECISIÓN Y DEL MAGISTRADO SUSTANCIADOR. Corresponde a las salas de decisión dictar las sentencias y los autos que decidan la apelación contra el que rechace el incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto o el que rechace la oposición a la diligencia de entrega o resuelva sobre ella. El magistrado sustanciador dictará los demás autos que no correspondan a la sala de decisión.


Los autos que resuelvan apelaciones, dictados por la sala o por el magistrado sustanciador, no admiten recurso.


A solicitud del magistrado sustanciador, la sala plena especializada o única podrá decidir los recursos de apelación interpuestos contra autos o sentencias, cuando se trate de asuntos de trascendencia nacional, o se requiera unificar la jurisprudencia o establecer un precedente judicial”.


� “ARTÍCULO 136. SANEAMIENTO DE LA NULIDAD. La nulidad se considerará saneada en los siguientes casos:


1. Cuando la parte que podía alegarla no lo hizo oportunamente o actuó sin proponerla.


2. Cuando la parte que podía alegarla la convalidó en forma expresa antes de haber sido renovada la actuación anulada.


3. Cuando se origine en la interrupción o suspensión del proceso y no se alegue dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en que haya cesado la causa.


4. Cuando a pesar del vicio el acto procesal cumplió su finalidad y no se violó el derecho de defensa.


PARÁGRAFO. Las nulidades por proceder contra providencia ejecutoriada del superior, revivir un proceso legalmente concluido o pretermitir íntegramente la respectiva instancia, son insaneables”.


� “ARTÍCULO 137. ADVERTENCIA DE LA NULIDAD. <Artículo corregido por el artículo 4 del Decreto 1736 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> En cualquier estado del proceso el juez ordenará poner en conocimiento de la parte afectada las nulidades que no hayan sido saneadas. Cuando se originen en las causales 4 y 8 del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr003.html" \l "133" �133� el auto se le notificará al afectado de conformidad con las reglas generales previstas en los artículos � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr007.html" \l "291" �291� y � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr007.html" \l "292" �292�. Si dentro de los tres (3) días siguientes al de la notificación dicha parte no alega la nulidad, esta quedará saneada y el proceso continuará su curso; en caso contrario el juez la declarará.


� “ARTÍCULO 2.2.3.1.1.3 De los principios aplicables para interpretar el procedimiento previsto por el Decreto 2591 de 1991. Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho Decreto. 


Cuando el juez considere necesario oír a aquél contra quien se haya hecho la solicitud de tutela, y dicha persona sea uno de los funcionarios que por ley rinde declaración por medio de certificación jurada, el juez solicitará la respectiva certificación”.


� “SAMAI es un aplicativo web producto de la innovación interna, que recoge las necesidades y las buenas prácticas de gestión judicial; permite gestionar y controlar un expediente judicial desde su inicio hasta su terminación; la incorporación de los antecedentes del expediente digitalizados; notificaciones electrónicas; la participación de sujetos procesales autorizados y el trámite de los expedientes dentro cada despacho; integra en una sola aplicación funcionalidades dispersas y brinda un tablero de control al servidor judicial para el seguimiento de su despacho. Integra otros sistemas internos como la gestión de personal y el sistema de relatoría (…)”


� Corte Constitucional. Auto 156A del 25.7.2013, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. “En consecuencia, un pronunciamiento del juez con alcance sobre la totalidad de la relación no puede producirse con la intervención única de alguno o algunos de los unidos por aquella, sino, necesariamente, con la de todos y, sólo así, queda correcta e íntegramente constituida, desde el punto de vista subjetivo, la relación jurídico procesal, pudiendo el juez, en tal momento, hacer el pronunciamiento de fondo solicitado”.


� Ver, por ejemplo, Corte Constitucional. Auto A-317 del 15.7.2016, M.P. Alejandro Linares Cantillo; Auto 583/15 del 10.12.15, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; Auto 132/14 del 15.5.2014, M.P. Alberto Rojas Ríos; Auto 307/13 del 11.12.13, M.P. Alberto Rojas Ríos. 


� Entre otras, pueden consultarse las siguientes providencias: 1) Consejo de Estado, Sección Quinta, auto del 20.5.2020, Exp. 2020-00218-01, M.P. Rocío Araújo Oñate; 2) Consejo de Estado, Sección Quinta, auto del 14.11.2019, Exp. 2019-04487-00, M.P. Rocío Araújo Oñate; 3) Consejo de Estado, Sección Quinta, auto del 4.10.2019, Exp. 2019-00436-01, M.P. Rocío Araújo Oñate; 4) Consejo de Estado, Sección Quinta, auto del 9.9.2019, Exp. 2019-00085-01; 5) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, auto del 24.10.2017, Exp. 2010-00530-01(53705), M.P. Marta Nubia Velásquez Rico; 6) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, auto del 29.7.2015, Exp. 2011-00148-01(53317), M.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz, 7) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 26.2.2014, Exp. 2013-00157-00(49101), M.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz. 


�Corte Constitucional, Sentencia T-864 del 3 de noviembre de 1999. M.P. Alejandro Martínez Caballero, posición reiterada en la sentencia T-571 del 4 de septiembre de 2015. M.P. María Victoria Calle Correa.


� Manual de Derecho Probatorio, Jairo Parra Quijano, Pg. 156.
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